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Resumen
 
El principio de selección objetiva constituye uno de los principios esenciales de la contratación estatal en Colombia, orientado a garantizar la transparencia, la igualdad y la eficiencia en la adjudicación de contratos. Sin embargo, en situaciones de urgencia manifiesta, previstas en la Ley 80 de 1993, las entidades estatales pueden acudir a la contratación directa como mecanismo excepcional, reduciendo la pluralidad de oferentes excluyendo las demás modalidades. El presente articulo tiene como objetivo determinar si la aplicación de la urgencia manifiesta afecta el principio de selección objetiva, a partir del análisis jurídico de las normas, la jurisprudencia del Consejo de Estado y la revisión de antecedentes que evidencien riesgos de discrecionalidad y posibles actos de corrupción. La metodología es de enfoque cualitativo, con carácter jurídico-descriptivo, basada en la revisión normativa, doctrinal y jurisprudencial. Como resultado se espera aportar criterios que fortalezcan el control y la transparencia en el uso de esta figura, garantizando la protección de los recursos públicos y el interés general.
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1. [bookmark: _Toc485949348][bookmark: OLE_LINK13][bookmark: OLE_LINK14]Introducción
La contratación estatal en Colombia, regulada por la Ley 80 de 1993 y sus reformas, constituye uno de los mecanismos más relevantes para la gestión de los recursos públicos, al permitir la adquisición de bienes, servicios e implementación de obras necesarias para el cumplimiento de los fines del Estado. Este sistema se fundamenta en principios como la transparencia, la economía, la responsabilidad y, especialmente, la selección objetiva, que busca garantizar procesos de adjudicación justos y basados en criterios verificables. Sin embargo, en contextos de emergencia, tales como desastres naturales, crisis sanitarias o situaciones de orden público, las entidades estatales pueden acudir a la contratación directa bajo la figura de la urgencia manifiesta, sustituyendo los procedimientos ordinarios para dar respuesta inmediata a las necesidades de la población.
La aplicación de esta figura excepcional, aunque legalmente prevista, ha generado discusiones sobre su impacto en el principio de la selección objetiva, pues la limitación de la concurrencia de oferentes puede dar lugar a prácticas discrecionales y a riesgos de corrupción. Ante esta realidad, surge la siguiente pregunta que orienta el desarrollo del articulo: ¿Se afecta el principio de selección objetiva en los contratos estatales celebrados por contratación directa bajo la causal de urgencia manifiesta?
En ese sentido, el presente articulo tiene como propósito analizar, desde un enfoque jurídico y descriptivo, el alcance normativo de la urgencia manifiesta y su relación con el principio de selección objetiva, examinando la legislación vigente, la doctrina especializada y la jurisprudencia del Consejo de Estado. Para ello, se desarrollará un análisis documental que permita identificar los criterios, riesgos y vacíos normativos asociados a esta modalidad excepcional, con el fin de proponer elementos que fortalezcan la transparencia, la eficiencia y la confianza ciudadana en la contratación pública.
2. Metodología:
La presente investigación es de tipo jurídico con enfoque cualitativo-descriptivo, basada en la recolección de fuentes documentales tales como la Constitución, la Ley, jurisprudencia del Consejo de Estado, doctrina especializada, bases de datos académicas tanto virtuales como físicas, así como informes oficiales y artículos académicos relacionados con la contratación estatal. Se emplea el método de analítico para examinar e interpretar el marco normativo y los pronunciamientos jurisprudenciales emitidos entre los años 2020 y 2025, con el fin de identificar el alcance, las implicaciones y los posibles riesgos que la figura de la urgencia manifiesta frente al principio de selección objetiva.
3. Resultados

3.1 Características bajo las cuales se justifica la suscripción de contratos estatales en situaciones de urgencia manifiesta, y cómo esto impacta en el principio de la selección objetiva.
	Para dar inicio al presente acápite, es preciso señalar que la urgencia manifiesta es una causal de contratación directa prevista en el ordenamiento jurídico colombiano, utilizada por las entidades estatales para contratar de forma inmediata cuando se presentan hechos imprevistos que requieren atención urgente. De acuerdo con Ospina (2021), esta figura no exime a las entidades de cumplir con los principios rectores de la contratación, especialmente el de selección objetiva.
	En ese sentido, la figura de la urgencia manifiesta, prevista en la Ley 80 de 1993, permite a las entidades estatales contratar de manera directa cuando se presentan situaciones excepcionales que requieren una respuesta inmediata. No obstante, su aplicación debe estar debidamente justificada y sujeta a estrictos criterios legales para evitar abusos o desviaciones de los principios de transparencia y selección objetiva. A continuación, se realiza un cuadro con las principales características que respaldan la suscripción de contratos estatales bajo esta modalidad, así como las normas y referencias jurisprudenciales que fundamentan cada una de ellas.
Tabla 1 Características de la urgencia manifiesta
	Característica
	Descripción
	Fundamento normativo / referencia

	Situación excepcional e imprevisible
	Debe existir un hecho fortuito, calamidad, desastre natural, emergencia sanitaria, alteración del orden público u otra circunstancia extraordinaria que no pueda preverse ni evitarse.
	Ley 80 de 1993, art. 42; Consejo de Estado, jurisprudencia.

	Necesidad de atención inmediata
	La demora en adelantar un proceso ordinario pondría en riesgo la vida, la salud, la seguridad, la economía o el interés público, requiriendo una respuesta urgente.
	Ley 80 de 1993, art. 42.

	Declaratoria formal
	La entidad debe expedir un acto administrativo motivado (resolución o decreto) que declare la urgencia manifiesta, justificando las causas y notificando a los órganos de control.
	Ley 80 de 1993, art. 43; Decreto 1082 de 2015.

	Temporalidad y excepcionalidad
	La medida solo puede mantenerse durante el tiempo estrictamente necesario para superar la situación que la originó; una vez superada, deben retomarse los procedimientos ordinarios.
	Ley 80 de 1993, art. 42; jurisprudencia Consejo de Estado.

	Respeto a los principios de contratación
	Deben cumplirse los principios de transparencia, economía, responsabilidad y selección objetiva, justificando la idoneidad del contratista escogido.
	Ley 80 de 1993, arts. 23 y 29.

	Control fiscal y verificación posterior
	Las actuaciones realizadas bajo urgencia manifiesta están sujetas a control fiscal, disciplinario y judicial por parte de entes de control.
	Contraloría General de la República; jurisprudencia Consejo de Estado.

	Documentación y trazabilidad
	Es obligatorio conservar estudios, cotizaciones, actas y demás soportes que demuestren la necesidad y las decisiones adoptadas, para permitir la rendición de cuentas.
	Ley 80 de 1993; Decreto 1082 de 2015.


[bookmark: _Hlk211275791]Elaboración propia (2025)
	Ahora bien, una vez identificadas estas características se pasará a hablar sobre el impacto que pueden llegar a tener frente al principio de la selección objetiva, teniendo en cuenta que, esta modalidad de contratación impacta de manera directa mencionado principio, en tanto permite evitar los procedimientos ordinarios de licitación, selección abreviada o mínima cuantía que garantizan la libre concurrencia de oferentes. Al autorizar la contratación directa, se reduce la competencia, se limita la publicidad del proceso y se amplía la discrecionalidad de la administración para seleccionar al contratista, lo que puede derivar en decisiones basadas en criterios subjetivos o en favoritismos.
	Para Cañón et al (2022), la motivación de los contratos suscritos bajo la figura de urgencia manifiesta, los cuales se celebran a través de contratación directa, debe estar estrictamente vinculada con la situación extraordinaria que se busca atender. Así mismo, las estipulaciones relacionadas con el precio y el plazo deben ajustarse a los criterios de inmediatez y necesidad que justificaron su celebración, de modo que contribuyan a mitigar la amenaza al interés general mientras se adelantan las gestiones para iniciar el proceso de selección ordinario como la licitación pública entre otras modalidades. 
	De la misma forma, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha precisado los principios que orientan la declaratoria de urgencia manifiesta, destacando en particular los de selección objetiva, economía y legalidad. En cuanto al principio de selección objetiva, ha indicado que es indispensable constatar la presencia de una circunstancia material que ponga en riesgo el interés general, la cual puede corresponder a un hecho ya ocurrido, en curso o previsible, que demande la adopción de medidas inmediatas y efectivas para prevenir o mitigar sus efectos (Consejo de Estado, Radicado 41.768, 2015).
	Asimismo, Guzmán (2022) expreso que, la urgencia manifiesta procede únicamente cuando se presenta una calamidad, un hecho de fuerza mayor o un desastre que requiere una intervención inmediata por parte de la entidad estatal, y no como mecanismo para corregir fallas derivadas de una planeación inadecuada o de la falta de previsión administrativa. En este sentido, uno de los escenarios que puede dar lugar a su declaratoria corresponde precisamente a la configuración de una situación de fuerza mayor que haga indispensable una actuación urgente.
	En ese sentido, la urgencia manifiesta constituye una circunstancia excepcional en la que las funciones habituales de la administración y la prestación del servicio público se ven alteradas por la aparición de hechos que exigen a los responsables de la contratación adoptar decisiones inmediatas, imposibles de posponer, este es el criterio fundamental que sustenta la procedencia de su declaratoria. 
	Adicionalmente, es de resaltar que bajo la figura de urgencia manifiesta existe una sujeción al control fiscal y debe cumplir con los requisitos legales establecidos. Mediante Sentencia 2012-00406 de 2020 del Consejo de Estado Consejo de Estado (2020) se considera que la Contraloría General de la República tiene la facultad de verificar la ocurrencia de los hechos que dieron lugar a la declaratoria de urgencia y de examinar si se ajustan a los presupuestos normativos. Además, la jurisprudencia ha señalado que, aunque en situaciones de urgencia manifiesta se permite cierta flexibilidad en los procedimientos, no se exime a las entidades de cumplir con los principios rectores de la contratación pública, incluyendo la selección objetiva y la transparencia.
3.2 [bookmark: _Hlk211272899]Riesgos y beneficios que surgen de la suscripción de contrataos estatales en casos de urgencia manifiesta con relación al principio de la selección objetiva.
	Como se desarrolló en el capítulo anterior, la contratación estatal bajo la figura de la urgencia manifiesta constituye un mecanismo excepcional diseñado para responder con celeridad a situaciones imprevistas que amenazan el interés general. Su carácter inmediato permite a las entidades públicas atender calamidades, emergencias sanitarias o desastres naturales sin los trámites propios de un proceso ordinario de selección, lo que representa un beneficio directo en términos de eficacia y oportunidad. Sin embargo, esta misma flexibilidad abre la posibilidad de riesgos significativos, como la disminución de la competencia, el debilitamiento de la transparencia y el aumento de la discrecionalidad administrativa.
	Por su parte, Ortega & Correa (2022) expresaron que el principio de selección objetiva se convierte en un parámetro fundamental para evaluar si la urgencia manifiesta cumple su finalidad legítima o si, por el contrario, se convierte en un escenario propicio para la vulneración de la equidad y el direccionamiento de contratos. En ese sentido, analizar los beneficios y riesgos asociados a esta figura resulta esencial para equilibrar la necesidad de una respuesta ágil del Estado con la obligación de proteger los recursos públicos y mantener la confianza ciudadana en la gestión contractual.	
	En ese orden de ideas, se debe resaltar la emergencia ocasionada por la pandemia del COVID-19 donde se evidenció la necesidad de introducir ajustes en los contratos administrativos en curso y de flexibilizar ciertos procedimientos de la administración pública. Sin embargo, dicha flexibilización abrió espacio a un ejercicio discrecional por parte de las entidades estatales, en la medida en que permitió acudir al Fondo de Contingencias para atender situaciones de urgencia evidente, lo que, en algunos casos, podría entrar en tensión con los principios de planeación y responsabilidad fiscal. Este escenario puso de manifiesto la importancia de reflexionar sobre las múltiples contingencias que pueden afectar de manera inesperada la gestión pública (Torres,2020).
	En este contexto, resulta esencial identificar los principales riesgos asociados a la contratación estatal. Entre ellos Zuluaga (2025) destaca, la corrupción; los riesgos comerciales relacionados con la viabilidad y utilidad de los proyectos; los riesgos de construcción derivados de la capacidad financiera, operativa y logística; los riesgos cambiarios, cuando el contrato implica operaciones en moneda extranjera; y los riesgos operativos, que dependen de quién asuma la titularidad y responsabilidad sobre el bien objeto del contrato, como sucede en los contratos de concesión. 
	Adicionalmente, se deben tener en consideración los riesgos financieros, estrechamente ligados a la confianza de las entidades financieras y al contexto político; los riesgos de fuerza mayor; los riesgos regulatorios derivados de cambios normativos sustanciales; los riesgos de adquisición de predios, comunes en la región; y los riesgos ambientales asociados al manejo inadecuado de recursos, maquinaria o insumos. También es relevante considerar los riesgos políticos o soberanos, poco frecuentes en Colombia por su estabilidad democrática, pero presentes en países cercanos; así como los riesgos de consulta previa con comunidades étnicas, que pueden generar retrasos y sobrecostos.
	 Ahora bien, otros riesgos que no se deben hacer a un lado son los asociados con los principios que rigen la contratación estatal en Colombia como la transparencia, economía y responsabilidad durante cualquier etapa contractual, así como el uso indebido de la figura de urgencia manifiesta, que puede generar responsabilidades disciplinarias y penales. 
	Frente a lo anterior, un ejemplo de las consecuencias del manejo desproporcionado de los fondos de contingencia lo constituye el caso de la concesión de la “Vía al Llano”, otorgada mediante contratación directa tras una licitación desierta. Este proyecto, a cargo de Coviandes, estuvo marcado por múltiples modificaciones contractuales, prórrogas y cambios en su objeto, debido a factores como derrumbes, lluvias e inestabilidad del terreno, sin que se aplicaran sanciones proporcionales a los incumplimientos evidenciados.
	Lo anterior plantea interrogantes sobre la permisividad en el uso de la discrecionalidad administrativa frente a los fondos de contingencia y sobre la conveniencia de que el legislador, mediante una ley ordinaria, otorgue facultades tan amplias a las autoridades para modificar directamente sus presupuestos con ocasión de una urgencia manifiesta.
[bookmark: _Hlk211275225]	Una vez identificados algunos riesgos que surgen de la suscripción de contrataos estatales en casos de urgencia manifiesta con relación al principio de la selección objetiva, atendiendo lo enunciado en el titulo del presente capitulo, es preciso abordar igualmente los beneficios que se deprenden de la suscrición de dicha modalidad de contratación.
	En ese orden de ideas, es de resaltar que la figura de urgencia manifiesta en la contratación estatal colombiana opera como una excepción cuando concurren circunstancias que requieren una actuación rápida e inmediata de la administración pública. Desde la perspectiva jurisprudencial, se ha señalado que la urgencia manifiesta nace con el fin de preservar la continuidad del servicio público en situaciones donde la extensión de tiempos de las modalidades de contratación normales podría causar un perjuicio grave al interés público (C‑181/20 de la Corte Constitucional) y que la causal ha de interpretarse con criterios restrictivos, pues se trata de una excepción al principio general de selección objetiva (Consejo de Estado, conceptos de la ANCP, etc.).
	A continuación, para mejor entendimiento del lector se realiza una tabla en la que se identifican los beneficios que surgen de la suscripción de contrataos estatales en casos de urgencia manifiesta con relación al principio de la selección objetiva, respaldada por su respectiva referencia bibliográfica. 
Tabla 2 Beneficios de la suscripción de contratos estatales bajo urgencia manifiesta
	Beneficio
	Descripción
	Soporte normativo / doctrinal

	Celeridad en la contratación
	Permite contratar sin los trámites formales de los procesos licitatorios, favoreciendo una respuesta rápida ante calamidades, desastres o interrupciones de servicios esenciales.
	Mosquera Murillo, Olarte Velásquez & Toro Sanabria (2015); Corte Constitucional, Sentencia C‑181/20

	Flexibilidad y adaptación al contexto excepcional
	La entidad puede ajustar el objeto contractual, condiciones y alcance según las necesidades urgentes del momento.
	Mosquera Murillo et al. (2015)

	Preservación de la continuidad del servicio público
	Evita la interrupción de servicios esenciales al permitir contrataciones inmediatas.
	Consejo de Estado, Concepto Sala de Consulta C.E. 925 de 1996; Mosquera Murillo et al. (2015)

	Menor formalismo documental
	No exige estudios previos complejos ni todas las garantías típicas, lo que agiliza el proceso.
	Decreto 1082 de 2015, arts. 2.2.1.2.1.4.2 y 2.2.1.2.1.4.5

	Seguridad jurídica frente a la excepcionalidad
	Ofrece un marco legal claro para excepcionar el proceso regular de selección, con controles administrativos posteriores.
	Mosquera Murillo et al. (2015); control inmediato de legalidad por entes de control

	Protección del interés general
	Permite actuar en defensa de derechos fundamentales y del bienestar colectivo cuando hay amenazas graves.
	ANCP, Concepto C‑287 de 2024

	Perfeccionamiento consensual y fijación posterior del precio
	Se permite celebrar el contrato por mutuo acuerdo y definir el precio más adelante si es necesario.
	Ley 80 de 1993, art. 41 (incisos 4 y 5)


Elaboración propia (2025)
	Teniendo en cuenta lo anterior, la contratación por urgencia manifiesta permite actuar con rapidez ante situaciones críticas, pero su uso requiere cuidado. Para que sus beneficios sean válidos, debe haber una situación concreta y comprobable, sustentada en un acto administrativo motivado. 
	El contrato debe limitarse a lo estrictamente necesario, sin extender la urgencia más allá del tiempo justificado. Aunque se flexibilicen algunos requisitos, como los estudios previos o ciertas garantías, esto debe estar bien sustentado. Además, no deben desconocerse principios como la transparencia y la selección objetiva, así como los controles legales y fiscales. 	
3.3 Postura del Consejo de Estado en algunos casos en los cuales se aplicó la causal de urgencia manifiesta.
	La causal de urgencia manifiesta, contemplada en el artículo 42 de la Ley 80 de 1993, como ya se ha desarrollado anteriormente, permite a las entidades estatales contratar de manera directa en situaciones excepcionales que exigen una respuesta inmediata del Estado. No obstante, su aplicación no está exenta de control. El Consejo de Estado ha sido enfático en establecer límites jurídicos claros para evitar desviaciones o abusos en el uso de esta figura. A continuación, se analizan cuatro pronunciamientos relevantes que ilustran cómo ha abordado esta alta corte la legalidad, validez y aplicación práctica de esta causal.
	En ese sentido, se tiene que en Sentencia del 27 de abril de 2006 (Rad. 14275) el Consejo de Estado estudió una declaratoria de urgencia manifiesta en la cual la entidad contratante demoró en exceso la suscripción del contrato luego de dicha declaración. Además, el acto administrativo no justificaba de manera concreta la existencia de la urgencia. La Sala anuló el contrato, indicando que la urgencia no puede ser usada como una vía ordinaria ni excusa para omitir los principios de planeación y selección objetiva. La sentencia estableció que la urgencia debe estar soportada en hechos actuales, objetivos y verificables, y que la contratación debe realizarse de forma inmediata una vez declarada la urgencia (Consejo de Estado, Sentencia 14275, 2006).
	De acuerdo con el anterior pronunciamiento, se evidencia como el Consejo de Estado no acepta la urgencia manifiesta como una “excusa genérica” para contratar sin los procedimientos normales que comúnmente se manejan en las otras modalidades de contratación, así mismo, dentro de su contenido se logra identificar como les exige a las entidades públicas ser rigurosas en la motivación y actuar con inmediatez real, no solo declarada. Es decir, el concepto de urgencia no puede servir para justificar omisiones administrativas previas o demoras injustificadas. El Consejo envía un mensaje claro, la urgencia debe ser objetiva, verificable y proporcional.
	Por otro lado, se tiene que con la expedición de la Resolución 2496 de 2020 (COVID‑19), el ADRES declaró la urgencia manifiesta para agilizar procesos de contratación en el sector salud, frente a esto el Consejo de Estado, en ejercicio del control inmediato de legalidad, aceptó la necesidad del acto, pero recordó que incluso en contextos de emergencia deben respetarse los principios de legalidad y motivación. Aunque se reconoció un margen de actuación más amplio por la situación sanitaria, se exigió a la entidad demostrar la conexidad entre las medidas tomadas y los fines del estado de emergencia (Consejo de Estado, Expediente 11001‑03‑15‑000‑2020‑01805‑00, 2021).
	Frente a lo anterior, se logra evidenciar que el Consejo equilibra dos intereses clave, la necesidad de respuestas rápidas del Estado ante emergencias reales y el deber de respetar el marco jurídico. Reconoce que, en una pandemia, se deben flexibilizar ciertos aspectos, pero no se pierde el control judicial sobre la legalidad de los actos. Este caso resulta esencial porque valida el uso legítimo de la urgencia, siempre que exista trazabilidad y coherencia entre la necesidad y la contratación.
	Asimismo, en Sentencia de la Sala Plena en contexto COVID‑19 (Exp. 11001‑03‑15‑000‑2020‑01910‑00) la Sala Plena analizó la legalidad de múltiples actos contractuales realizados por contratación directa en el marco del estado de emergencia. El Consejo reiteró que, aunque el Decreto 417 de 2020 habilitó medidas excepcionales, no eximía a las entidades de cumplir con los requisitos de motivación, proporcionalidad y sujeción a los fines públicos. La corte subrayó que todo acto de urgencia manifiesta debe estar soportado en actos normativos válidos y tener una relación directa con la situación que se busca conjurar (Consejo de Estado, 2021).
	En el anterior pronunciamiento, se nota como el Consejo de Estado refuerza que la contratación directa por urgencia, incluso en escenarios excepcionales como una crisis sanitaria, no puede perder conexión con el orden normativo y se marcan límites importantes, pues no basta con alegar que existe una emergencia, se requiere que el contrato tenga justificación específica, se relacione con medidas decretadas por la emergencia y no exceda su alcance. Es una advertencia contra la generalización y la discrecionalidad.
	Finalmente, en Sentencia 00229 de 2019 el Consejo abordó la competencia del funcionario que declara la urgencia y la validez de los motivos invocados. El Consejo de Estado declaró la nulidad del contrato por considerar que la persona que emitió la declaratoria no tenía la competencia legal para ello, y porque los hechos invocados no constituían una verdadera urgencia en los términos exigidos por la Ley 80 de 1993. Esta decisión enfatizó que no solo debe justificarse la urgencia, sino también respetar la estructura jerárquica y procedimental de la administración pública (Consejo de Estado, Fallo 00229 de 2019).
	De cara al anterior pronunciamiento, se resalta un punto frecuentemente subestimado, la competencia del funcionario que declara la urgencia; el Consejo de Estado no solo evalúa el contenido de la urgencia, sino quién la declara. Si no es competente, todo el procedimiento se invalida, esta sentencia demuestra que el principio de legalidad no solo exige contenido, sino también forma, competencia y procedimiento. La urgencia no suple las exigencias básicas del derecho administrativo.
	Mediante el análisis de estos casos, el Consejo de Estado ha delineado criterios exigentes para la aplicación de la urgencia manifiesta, como la existencia de hechos concretos, la motivación adecuada, la competencia del funcionario, la inmediatez en la contratación y la sujeción a principios de legalidad y proporcionalidad ára que no se vea afectado el principio de la selección objetiva. Incluso en escenarios críticos como la pandemia, el Consejo ha mantenido una postura firme para evitar que esta figura se convierta en una vía de contratación arbitraria. De este modo, reitera su función de garante del equilibrio entre la eficacia administrativa y el respeto al orden jurídico.
4. Conclusiones y Recomendaciones 
La figura de la urgencia manifiesta constituye una herramienta legal válida para atender situaciones excepcionales que requieren respuestas inmediatas por parte del Estado. Sin embargo, su aplicación no puede entenderse como una exoneración de los principios rectores de la contratación pública, en especial el de selección objetiva. Aunque permite cierta flexibilidad procedimental, su uso debe estar debidamente sustentado en hechos concretos, actuales y verificables, y debe estar respaldado por un acto administrativo motivado y expedido por la autoridad competente. La jurisprudencia del Consejo de Estado ha sido clara en exigir proporcionalidad, legalidad y trazabilidad en estos procesos, reafirmando que esta figura no puede convertirse en una vía de contratación arbitraria ni generalizada.
En consecuencia, es recomendable que las entidades estatales recurran a esta modalidad solo cuando se presenten condiciones extraordinarias que justifiquen plenamente su uso. Es fundamental que la motivación de los actos que la declaran sea sólida, objetiva y bien documentada, y que se conserven todos los soportes del proceso para permitir una adecuada fiscalización posterior. Así mismo, se hace necesaria la formación continua de los funcionarios públicos en contratación estatal, para que comprendan los límites y alcances de esta figura y eviten su uso indebido. Además, se debería revisar el marco normativo vigente para cerrar posibles vacíos legales que den lugar a interpretaciones amplias o prácticas poco transparentes, garantizando así la integridad y eficiencia del sistema de compras públicas.
5. Referencias Bibliográficas
Cañón, J. M., González, C. J. & Fajardo, K. D. (2022). Nulidad de los contratos de urgencia manifiesta justificada en la no atención de los principios de la contratación estatal previstos en la Ley 80 de 1993, en tiempos de pandemia. Recuperado de: http://hdl.handle.net/11396/7329
Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A. (2015, 16 de julio). Sentencia [Exp. 41.768]. Sala de lo Contencioso Administrativo.
Consejo de Estado. (2006). Sentencia Rad. 14275 del 27 de abril de 2006. https://normas.cra.gov.co 
Consejo de Estado. (2021). Control inmediato de legalidad – Resolución 2496 de 2020 (ADRES). Expediente 11001‑03‑15‑000‑2020‑01805‑00. https://normas.cra.gov.co
Consejo de Estado. (2021). Sala Plena – Contratación COVID‑19. Expediente 11001‑03‑15‑000‑2020‑01910‑00. https://normas.cra.gov.co
Consejo de Estado. (2019). Fallo 00229 – Revisión de competencia y causal de urgencia. https://www.alcaldiabogota.gov.co 
Corte Constitucional de Colombia. (2020, abril 12). Sentencia C-181/20. Revisión de constitucionalidad del Decreto Legislativo 537 del 12 de abril de 2020, “Por el cual se adoptan medidas en materia de contratación estatal, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica.” Magistrado ponente: Alejandro Linares Cantillo. https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/c-181-20.htm
García Zapata, M.  (2021).  Contratación directa con ocasión de la indebida declaratoria de urgencia manifiesta.    Universidad de Antioquia.  Disponible en: http://hdl.handle.net/10495/20005
Guzmán Ramírez, M. P. (2022). Indebida fundamentación de la fuerza mayor como causal de la urgencia manifiesta (Tesis de pregrado, Universidad La Gran Colombia). https://repository.ugc.edu.co/server/api/core/bitstreams/2c686822-e813-4e4e-b08f-e6aca62d949d/content
Ortega Saurith, Carlos Rodolfo, & Correa Martínez, César Alberto. (2022). Riesgos En El Uso Del Fondo De Contingencia Ante Urgencia Manifiesta En La Contratación Pública En Colombia. Novum Jus, 16(3), 383-411. Epub March 21, 2023.https://doi.org/10.14718/novumjus.2022.16.3.14
Ospina, J. A. (2021). La contratación directa por urgencia manifiesta y su control fiscal. Universidad Externado de Colombia.
Torres, A. (2020). El Reto Mundial Del Covid-19 Y Un Escenario Desconocido Para El Desarrollo De Las Políticas Públicas. En T. e. al., Efectos económicos y sociales por COVID - 19 y alternativas de políticas públicas (pág. 83). Medellín, Colombia: Alcaldía de Medellín.
Zuluaga Correa, P. A. (2025). Urgencia manifiesta en contratos estatales: una reflexión a partir del principio de transparencia. Recuperado de: http://hdl.handle.net/11407/8771.

